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SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a los representantes de la Comisión Honoraria del Cooperativismo a los 
efectos de oír sus comentarios sobre los artículos que estamos considerando en esta etapa. Aprovechamos 
para informar que la semana próxima a la hora 15 habrá una sesión especial de esta Comisión en la cual 
vamos a recibir a la Auditora Interna de la Nación, economista Laura Remersaro; al doctor Dante Cracogna, 
abogado argentino especializado en Derecho Cooperativo; a la doctora Claudia Delisio, que integra la Red 
Especializada de Cooperativas del MERCOSUR, y a la Comisión Honoraria del Cooperativismo que 
funciona en la órbita de la OPP, a los efectos de debatir acerca de lo que el proyecto de ley denomina Consejo 
Superior del Cooperativismo. Creo que todos coincidimos en que esto constituye el corazón del proyecto, por 
lo que tenemos la impresión de que debemos generar masa crítica a fin de avanzar y tomar determinaciones. 
Nos estamos aproximando al final del Título 1 del proyecto, que refiere a las disposiciones generales. 
Prevemos una reunión relativamente larga, pero estamos convencidos de que va a ser de mucha utilidad para 
el análisis del resto del articulado. 


En Comisión hemos aprobado hasta el artículo 65 y quedó pendiente el artículo 59, vinculado al tema de los 
socios morosos respecto a los aportes obligatorios. En el día de hoy debemos comenzar a considerar del 
artículo 66 en adelante. 


SEÑOR BORAGNO.- Más allá de que esos artículos estén aprobados, corresponde hacer alguna 
precisión o consideración respecto a la realidad económica de las cooperativas. Actualmente, en 
materia legal, rigen para las cooperativas las normas contables adecuadas recogidas de 
pronunciamientos y normas internacionales de contabilidad orientadas a la regulación contable de las 
empresas de carácter privado. Obviamente, las cooperativas son entidades de carácter privado pero 
tienen sus peculiaridades que, en definitiva, exigirían un tratamiento diferencial. 


Algunas leyes especiales sobre cooperativas, especialmente la Ley N* 10.761, establecen cómo se integra el 
capital y qué características tiene. Más allá de eso, el tratamiento de las normas contables adecuadas hace que 
a veces se posicione a las cooperativas en una situación de ser visualizadas como empresas de capital. 
Obviamente, rige para ellas, en ausencia de normativa específica, la Ley_N* 16.060, de sociedades 
comerciales. Entonces, se están resolviendo muchos problemas de la realidad económica de las cooperativas 
en función de la formalidad contable que rige para ellas. 


Lamentablemente, no existe una investigación en profundidad sobre el tema contable y económico de las 
cooperativas como entidades específicas, como para lograr una solución al respecto; pero, de todos modos, en 
este momento sería oportuno dejar las puertas abiertas para que en el futuro se puedan introducir 
modificaciones normativas que permitan considerar a las cooperativas como entidades especiales. No estoy 
hablando de cubrir situaciones deficitarias endémicas, como las que existen en algunos casos, pero a la hora 
de aplicar algunas exigencias como, por ejemplo, en la disolución de las sociedades por pérdida de cierto 
nivel patrimonial, deberían poder ser consideradas en forma especial. 


En general, en las últimas décadas, por sucesivas acumulaciones de factores, hemos asistido a algunas 
situaciones deficitarias crónicas; pero, a pesar de ello, las cooperativas no han dejado de funcionar ni de 
financiarse y siguen trabajando -con las dificultades del caso- en competencia con las empresas del resto de 
la economía. Sin embargo, esta situación -teniendo en cuenta las normas inclusive bancocentralistas en lo que 
tiene que ver con el acceso al crédito, donde cooperativas que acumulan pérdidas en sucesivos ejercicios se 
posicionan desde el punto de vista de su calificación como deudores en situación crítica- provoca que los 
bancos que prestan a esas cooperativas deban tener reservas, con intereses muy caros. Estas cooperativas, que 
tienen un estado de resultado deficitario porque así lo indica la normativa contable aplicada, tienen un 
patrimonio superavitario, lo cual parece un contrasentido. ¿Cómo se logra esa situación? Se produce porque 
los aportes de los socios son mayores o absorben los déficit del Ejercicio anterior. Esto es como si en una 
empresa privada con déficit, los socios aportaran el capital necesario como para solventar ese déficit. Eso es 
lo que pasa en las cooperativas permanentemente. Esto hizo que, desde el punto de vista de la capacidad de 
repago de las obligaciones, las cooperativas no hayan caído a lo largo de décadas -salvo muy pocas- en 
cesación de pago o en concordato. 


En definitiva, el régimen económico de las cooperativas debería medirse más en su capacidad financiera que 
en su evaluación estrictamente económica; esto no quiere decir que se deje de lado la evaluación 
estrictamente económica con los principios rectores de la actividad comercial en general. También debería 
verse la peculiaridad de que las cooperativas tienen permanentemente esos aportes financieros de los socios 
que hacen que se tenga los recursos suficientes como para mantener la continuidad del negocio. 


Esta es una precisión general, sin pretender revisar lo que se aprobó. Quiero que se entienda que las 
cooperativas estamos tendiendo -así lo vamos a seguir analizando en los ámbitos que corresponda- a un 
régimen económico, contable y financiero específico para este tipo de actividades, que son diferentes al resto. 


No sé si surgió alguna duda en el análisis del artículo 56 en adelante en cuanto a los recursos patrimoniales. 
Pregunto esto porque en el articulado alternativo que manejaba la Comisión se agregaron algunas 
definiciones que no estaban previstas en el proyecto original como, por ejemplo, el ajuste proveniente de las 
represiones contables -norma obligatoria para todas las empresas, inclusive las cooperativas-, que forman 
parte del patrimonio ya sea porque valorizan las partes sociales o porque las desvalorizan, según sea el signo 
del ajuste, si es positivo o negativo. Hay que pensar que la inflación puede castigar las situaciones 
patrimoniales de las empresas cooperativas en más o en menos. 


Además, los aportes tienen distintas naturalezas. Normalmente, en una empresa de capital, el patrimonio es 
todo propiedad de los socios; en las cooperativas, no todo el patrimonio es propiedad de los socios. Las 
cooperativas reconocen la cuotaparte del socio y su derecho de propiedad al capital en los aportes 


efectivamente realizados y las revalorizaciones o disminuciones de esos aportes en función de los resultados 
acumulados de la empresa cooperativa y las represiones contables. 


El resto de los conceptos que integran el patrimonio pasan a ser de propiedad de la cooperativa. Tal es así que 
si una cooperativa se disolviera y liquidara en un determinado momento y fuera realmente el patrimonio neto 
lo que surgiera del proceso de liquidación, los socios se quedarían exclusivamente con la cuotaparte de su 
capital social y sus cuotas sociales, más los aumentos o disminuciones que por resultados acumulados o por 
represiones contables les correspondan. El residuo tiene otra finalidad que, en general, es alguna entidad sin 
fines de lucro a la cual los estatutos remiten los excedentes de posibles liquidaciones de sociedades 
cooperativas. Por lo tanto esa es una característica especialísima de las cooperativas frente a una empresa de 
capital: los socios no son dueños del total del patrimonio sino que son propietarios de su cuota parte. 


Con respecto a los aportes obligatorios había una duda que no sé en qué radica. 


SEÑOR ABISAB.- En primer lugar, el señor Diputado Patrone había planteado una duda con respecto 
a la palabra "cooperativizada". Fuimos al diccionario y no la encontramos. De parte de los legisladores 
se propuso poner "la actividad cooperativa". 


En segundo término, en relación con la segunda parte del artículo 59, en lo que tiene que ver con 
determinados aportes, la Comisión entendió que en el pasaje que dice: "El socio moroso en el desembolso de 
los aportes obligatorios, deberá abonar a la cooperativa el interés legal y resarcirla de los daños y perjuicios 
que hubiera causado", se estaba manejando demasiado duramente al socio que, de pronto, por equis motivo 
no podía hacer frente a ese nuevo aporte, y ya se lo estaba catalogando de moroso y se le estaba pidiendo que 
hiciera frente al pago de una cifra que en muchos casos no era posible afrontar. Por lo tanto, se estaba 
tratando de buscar alguna redacción alternativa, y una que me parece razonable podría ser la siguiente: "El 
socio que no aceptase dicha exigencia podrá actuar de acuerdo a lo establecido en el estatuto", pensado 
siempre que el estatuto establezca mecanismos de renuncia o tenga en cuenta algún otro tipo de solución. 
Parecía demasiado extremo y duro ya el calificativo de moroso para un socio que, de pronto, no es que 
estuviera incumpliendo con los aportes originales sino que quizás no puede afrontar nuevos aportes. 


SEÑOR REYES.- Creo que el texto al que se está refiriendo el señor Diputado corresponde a una 
propuesta posterior al proyecto original. 


SEÑOR ABISAB.- Es el proyecto de CUDECOOP. 


SEÑOR REYES.- En particular, entiendo que es adecuada la redacción original. En todo caso, 
comparto el hecho de que se cambie la palabra "cooperativizada" por "cooperativa". 


La Comisión Honoraria del Cooperativismo introdujo la posibilidad de que el capital varíe en proporción al 
uso de los servicios, es decir, a la actividad cooperativa. Creo que eso ocurre hoy; entonces, más que nada se 
trata de dejar establecido algo que en realidad ocurre en la práctica desde hace muchos años. 


En cuanto a hacer algún agregado con relación a la circunstancia de que la asamblea apruebe determinados 
aportes y eventualmente un socio no los realice, en lo particular entiendo que no es necesario. En los 
principios cooperativos contenidos en la ley casi desde el arranque se establece el libre ingreso y egreso. En 
consecuencia, ese derecho es consustancial a la calidad de socio cooperativo y me parece que es innecesario 
repetirlo. Comparto que la sanción establecida en cuanto a la morosidad quizás sea demasiado fuerte. Se me 
ocurre que lo adecuado sería que cada uno de los tipos cooperativos, inclusive en su propio estatuto, pueda 
regular esto, por cuanto es cierto que esta es la parte general y una cooperativa de carácter masivo como una 
de ahorro y crédito o una de consumo, quizás por tener una cantidad significativa de socios -50.000, 60.000 o 
100.000- no tenga la misma vocación cooperativa que una agraria de 500 socios con una alta participación en 
la cooperativa y en las decisiones. En consecuencia, me parece que son situaciones absolutamente diferentes. 


Por lo tanto, pienso que en la parte general debe quedar establecida una redacción que no determine 
sanciones. En todo caso, puede quedar establecido en algún capítulo en particular de alguna de las 
modalidades o en el propio estatuto; inclusive, en tanto esté dentro del marco legal no solo cooperativo sino 


del derecho común -que en última instancia se aplica a las cooperativas- la asamblea podrá decidir sin 
ninguna limitación esos aportes obligatorios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, este artículo lo habíamos dejado para ser considerado 
posteriormente y lo analizaremos a la luz de estos aportes. 


Pasemos a considerar del artículo 66 en adelante. 


SEÑOR BORAGNO.- Quiero hacer una breve acotación sobre el artículo 64, que dice: " 
(Documentación de partes sociales).- El estatuto deberá establecer que las partes sociales sean 
representadas por certificados, constancias de aportes u otro documento nominativo". 


Si bien esta sería una práctica de buena documentación de los aportes, se vuelve un poco impracticable en 
aquellas cooperativas en las que los aportes y el capital crecen en forma mensual. En las cooperativas de 
consumo en particular, que es donde se da más claramente el ejemplo, todos los meses se hace un aporte de 
cuota de capital que incrementa la integración de cada uno de los socios. Implicaría un costo administrativo 
bastante importante y tendría poca trascendencia estar sumando, por ejemplo $ 45 todos los meses y emitir 
certificados por ese importe. Pienso que habría que buscar una fórmula como que cada tanto se deje una 
constancia o, por lo menos, que la cooperativa pueda expedir la constancia a pedido de parte. Es un aspecto 
totalmente menor, pero en la medida en que está establecido que obligatoriamente debe emitirse, después nos 
vamos a encontrar con esa disposición legal que ni siquiera desde el punto de vista reglamentario se pueda 
bajar. 


SEÑOR PATRONE.- Cuando las cooperativas de consumo envían el recibo mensual, es decir, el estado 
de cuenta, ya lo incorporan. Ese sería un documento. 


SEÑOR BORAGNO.-- Si se entiende que ese es el documento, no hay inconveniente. 


SEÑOR PATRONE.- Cuando uno recibe el estado de cuenta encuentra explicitado cuánto capital 
integrado tiene. A mi modo de ver, tiene valor de documento, porque es emitido por la cooperativa, lo 
recibe el socio, lo puede controlar, etcétera. En este caso no sería tan complicado. 


Creo que está bien que esté registrado en la ley y que después, de acuerdo a la modalidad de la cooperativa, 
se adecue la forma de ese certificado. En una cooperativa de consumo con 100.000 afiliados es obvio que el 
estado de cuenta ya es documentación suficiente. 


SEÑOR BORAGNO.- Si se entiende así, no hay inconvenientes. Yo entendía que, según la Ley 
N? 16.060 sobre las empresas comerciales, había que emitir títulos; eso sería bastante complejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 66. 


SEÑOR REYES.- Con respecto a este artículo, vamos a decir que hay dos propuestas de modificación, 
una de la Comisión Honoraria del Cooperativismo y otra de la Auditoría Interna de la Nación. 


Básicamente, creo que la propuesta de la Comisión Honoraria del Cooperativismo apunta a mejorar la 
redacción, aunque me parece que son absolutamente válidos tanto el texto original como el que se propone. 
En la redacción original se habla de que "las reservas son recursos detraídos" y en la otra propuesta, de 
"recursos provenientes"; en cualquier caso, creo que la idea final es la misma: se trata de fondos que surgen 
de los excedentes que tenga la cooperativa al final de cada ejercicio. 


Luego hay un agregado estableciendo que en aquellos casos en que las reservas, que, como sabemos, son de 
carácter irrepartible -lo que es una cuestión propia de las cooperativas que las hace diferentes de las 
sociedades comerciales- se afecten para absorber pérdidas, deben recomponerse. Desde la Comisión 
entendemos que eso es prudente, en la medida en que las reservas son los recursos de carácter permanente; 
los socios no tienen derecho a su reembolso y, en definitiva, constituyen el soporte de carácter patrimonial 


permanente y propio de la cooperativa, a los efectos de que pueda brindar servicios al conjunto de los 
asociados. 


SEÑOR BORAGNO.- Las reservas son precisamente ese segundo componente que tenía el patrimonio: 
es el capital propio que se va formando en la cooperativa como respaldo para terceros. No se trata 
solamente de brindar beneficios, sino de que los terceros vean que la cooperativa en sí misma tiene un 
patrimonio propio para recurrir ante cualquier eventualidad, para reducir las pérdidas o simplemente 
como respaldo. Creo que ese carácter innominativo de las reservas, que ya estaba en la mente del 
legislador cuando creó la Ley_N” 10.761, es lo que hace que en definitiva este tipo de recursos que 
durante muchas décadas ha sido acumulativo en varias cooperativas, tenga un impacto importante. 


Después hay algunas disposiciones de carácter administrativo, aplicadas por la Auditoría Interna de la 
Nación, que no permitían tocar esas reservas ni siquiera para amortizar pérdidas. De ahí que en el artículo se 
incluya específicamente el destino que pueda tener, como por ejemplo, abatir los déficit del ejercicio. 


SEÑOR PATRONE.- Advierto que la diferencia fundamental entre el articulado propuesto y el de la 
Auditoría Interna de la Nación consiste en definir exactamente el monto de reservas. En el texto 
original y en el de la Comisión Honoraria del Cooperativismo no figura a cuánto debe ascender esa 
reserva. 


Creo que este no es un detalle menor, y como se trata de un tema estrictamente técnico que varía con las 
modalidades, quisiera saber la opinión de nuestros invitados al respecto. Para la Auditoría Interna de la 
Nación, la formación del Fondo de Reserva puede alcanzar el 100% del capital social, reduciéndose 
paulatinamente hasta un 10%. Es importante, pues, conocer el punto de vista de quienes nos visitan con 
respecto a si debe existir en el articulado esta precisión en cuanto a definir el monto del Fondo de Reserva 
con relación a lo que es el capital social. 


SEÑOR REYES.- Lo que propone la Auditoría Interna de la Nación está previsto en el artículo 75 del 
proyecto de ley; en realidad, no entiendo por qué se agrega acá. 


La reserva legal -la propia expresión indica que es ordenada por la ley-, precisamente, tiene por finalidad que 
la primera partida de los excedentes se destine a la constitución, año tras año, de una reserva que fortalezca el 
patrimonio; aquí insisto en el carácter de irrepartible. 


SEÑOR PATRONE.- El objetivo de mi pregunta es recurrir al conocimiento de nuestros invitados, por 
lo que agradezco la intervención del doctor Reyes. Precisamente, en el numeral 1) del artículo 75 se 
establece claramente cómo se constituye este Fondo de Reserva, por lo cual es ociosa la reiteración en 
el artículo que estamos considerando. 


SEÑOR ABISAB.- Quisiera hacer un breve comentario. En los dos primeros proyectos se hace una 
definición de lo que sería reserva y de sus tipos de integración. Y en el artículo propuesto por la 
Auditoría Interna de la Nación se habla de los porcentajes; o sea que se trata de temas diferentes. 


Por otra parte, en el artículo 66, que figura en la Sección IV, "Reservas legales, estatutarias y voluntarias", se 
establecen esas reservas. Me da la sensación de que podría quedar mejor redactado si donde dice "reservas", 
dijera "definición y tipos" porque, en definitiva, es lo que viene después: la definición de los tipos de reserva 
y de cómo se puede conformar. 


SEÑOR BORAGNO.- La inquietud del señor Diputado Patrone en cuanto al tema de las reservas ya 
está contemplada en la Ley_N” 10.761: el mismo porcentaje de generación de las reservas. En las 
ampliaciones al texto original que hace la Comisión Honoraria del Cooperativismo se define el 
concepto de reserva, que nunca estuvo claro. Si analizamos este punto a la luz de eventuales conflictos 
que se pueden dar entre socios y cooperativa, ha de quedar claro que esto no forma parte del 
patrimonio de los socios: es de la cooperativa como tal en forma íntegra. No sé si podrá haber algún 
inconveniente adicional desde el punto de vista jurídico, pero me parece que esa es la intención. 


Por otra parte, se pretende que frente a la autoridad de contralor, que es la Auditoría Interna de la Nación, no 
esté en discusión si las reservas se pueden usar o no para abatir los déficit, aspecto que motivó varias 
discusiones hace mucho tiempo. Es más, el déficit que no se puede absorber con las reservas, de alguna 
forma lo tienen que pagar los socios. Entonces, si la finalidad de las reservas es, precisamente, cubrir 
situaciones eventuales, debe ser usado en tales circunstancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esto aclara las dudas relativas al artículo 66, en el sentido de que lo 
que se plantea en el artículo 66 bis ya figura en el artículo 75. 


SEÑOR PATRONE.- Comparto la opinión del doctor Abisab en cuanto a que en el artículo 66 
correspondería agregar la palabra "Definición". En la Sección IV titulada "Reservas legales, 
estatutarias y voluntarias", después de donde dice "Artículo 66", habría que agregar la palabra 
"Definición" para que quede más claro. 


SEÑOR BORAGNO.- El artículo 67 denominado "Legados y donaciones" tiene que ver con 
acrecentamientos del patrimonio de la cooperativa por voluntad de terceros. Estos recursos orientados 
hacia la cooperativa tienen un origen diferente, pero una finalidad similar en cuanto a las reservas; 
forman parte de ese patrimonio irrepartible. Obviamente que por esta vía se está dando legalidad para 
recibir este tipo de aportes. 


El artículo 67 no merece mayores comentarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 68. 


SEÑOR BORAGNO.- Este artículo coincide con el concepto de instrumentos de capitalización; 
también los artículos 69, 70,71 y 72. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 68 de la propuesta de la Auditoría Interna de la Nación no se 
hace referencia a "acciones con interés", que sí aparece en el texto original. 


SEÑOR REYES.- De alguna manera, acá nos estamos introduciendo en un tema que puede calificarse 
como no típico del cooperativismo. Todos sabemos que uno de los elementos que identifica a las 
cooperativas es el hecho de que la persona prevalece sobre el capital, a diferencia de las sociedades de 
capital, cuya expresión máxima es la sociedad anónima, en donde cuenta mayormente -como forma 
fundamental para definir los derechos- el monto de capital que la persona tiene. En las cooperativas 
eso no es así, y este proyecto de ley recoge esas características específicas que tiene este tipo de 
entidades. 


También es cierto que las cooperativas, cada día más, se ven enfrentadas a competir en un mercado abierto, 
sobre todo en los últimos años en los que se han aplicado -por lo menos en esta zona y en buena cantidad de 
los países periféricos- políticas de apertura económica que llevan necesariamente a que tengan que operar 
con las reglas de juego que surgen del mercado. En consecuencia, muchas veces necesitan capital, más allá 
del que puedan integrar los asociados, a los efectos de brindar los servicios para las cuales han sido creadas. 
Si en algunos casos las cooperativas se limitaran exclusivamente a operar con las fuerzas de capital que 
realizan los socios -me refiero, sobre todo, a aquellas cooperativas que operan con gente de poco poder 
adquisitivo-, su campo de acción puede quedar en sectores absolutamente marginales de la economía. 


Lo que ha ocurrido en el cooperativismo a nivel mundial, desde hace unos treinta o cuarenta años -quizás 
más-, es que se ha discutido sobre la alternativa de que se puedan crear otros instrumentos de capitalización - 
más allá de las partes sociales clásicas- que coadyuven a la realización del objeto social para el cual la 
cooperativa fue creada. Esta cuestión de los instrumentos de capitalización se podría inscribir en la obtención 
de recursos en general en forma más amplia, es decir, de recursos que no necesariamente tengan el carácter 
de patrimonio, sino de pasivo. Por ejemplo, hace ya unos diez años que se dictó la ley_ de obligaciones 
negociables, que permite a las cooperativas -al igual que a las demás sociedades comerciales- emitir 
obligaciones negociables, esto es, captar capital del mercado con determinadas condiciones que se fijan en el 
momento de la emisión; pero esto constituye un pasivo, no es parte del patrimonio de la cooperativa. Acá se 


está pretendiendo regular aquellos instrumentos a los que por la permanencia que van a tener en la 
cooperativa se les puede dar el carácter de patrimonio. Este tema no es menor, porque en actividades 
bancarias o de ahorro y crédito esto es considerado para lo que se conoce como la RPN -Responsabilidad 
Patrimonial Neta- o para una actividad de seguros de una cooperativa, a los efectos del cumplimiento del 
patrimonio mínimo que exige la autoridad correspondiente. 


Esta es una aclaración general. 


Considero que también es bueno compartir información acerca de que en el derecho cooperativo esto no es 
novedoso. Esto está contenido en el decreto reglamentario de la Ley N* 10.761, la ley de cooperativas de 
consumo y de producción, que también se aplica a las cooperativas de ahorro y crédito y a otras que no 
tengan regulación específica; es como una ley residual. Esa norma, de fecha 5 de marzo de 1948, es donde se 
regula lo que se denomina "acciones con interés". Quizás esta figura no tenga una nomenclatura muy 
acertada, porque da la impresión de estar frente a una sociedad; pero es la que hoy existe. Creo que el 
proyecto de ley recogió ese instituto de "acciones con interés"; por eso está contenido en el artículo 68. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bruno) 


A ese instituto se le agregó el de las "participaciones subordinadas". En ambos casos, se trata de 
instrumentos a través de los que se capta capital de los socios cooperativistas o, inclusive, de terceros. 
La gran característica de las participaciones subordinadas es que su remuneración -es decir, su 
compensación- está asociada a la existencia o no de excedentes en la cooperativa. Es decir que 
subordina su remuneración -me refiero al interés que debe pagar este capital colocado- al hecho de si 
existen o no excedentes en la cooperativa. Las acciones con interés, por el contrario, recogen la 
regulación del año 1948 -en el acierto o en el error-; creo que acá se pretendió no innovar demasiado y 
dejar instalado un instituto que se ha usado poco por parte del cooperativismo uruguayo. 


Me parece que en líneas muy generales estas son las consideraciones que merecen los instrumentos de 
capitalización y estas son las diferencias que existen entre las participaciones subordinadas y las acciones con 
interés. El artículo 68 no hace más que enunciar la posibilidad de que las cooperativas, a través de su estatuto, 
puedan prever la emisión de este tipo de instrumentos financieros. 


SEÑOR PATRONE.- Hemos tratado este tema en distintos momentos del articulado, entre otros, 
cuando analizamos las competencias de la Asamblea General. En ese sentido, el numeral 7) del 
artículo 38 establece: "Emisión de obligaciones, títulos de inversión, participaciones especiales (...)"'. A 
su vez, la Comisión Honoraria del Cooperativismo planteó que al final de este numeral 7) se agregue 
"cuando así lo exija el Estatuto". Este agregado tiene relación con la posibilidad de que determinadas 
modalidades cooperativas pudieran definir este tipo de resoluciones en otro ámbito, por ejemplo, en la 
Comisión Directiva. 


Lo que a mí me preocupa es el planteamiento de la Auditoría Interna de la Nación, ya que en el artículo 68 
elimina las acciones con interés y en el artículo 70, referido a la definición de acciones con interés, 
directamente propone su eliminación. Es decir que no se trata de que casualmente aquí lo eliminan y después 
lo aceptan por otra vía sino que proponen la eliminación directa de este artículo lo que, en cierta medida, 
contradice la propia definición que existe con respecto a que la Asamblea General puede proponer la emisión 
de obligaciones. Sin embargo, en el artículo 38 la Auditoría Interna de la Nación no nos hace ningún 
cuestionamiento con respecto al numeral 7). 


Entonces, ¿ustedes entienden que esto es una contradicción? Mi pregunta es si no sería contradictorio que 
con respecto al numeral 7) del artículo 38 no se presente ninguna objeción y después se proponga eliminarlo 
porque se supone que este numeral 7) referido a las facultades de la Asamblea General no debería existir. Es 
decir, las cooperativas no deberían estar autorizadas para la emisión de obligaciones. 


SEÑOR BORAGNO.- Creo que se debe de haber omitido. Estoy leyendo ese numeral 7), que dice: 
"Emisión de obligaciones, títulos de inversión, participaciones especiales u otras formas de 
financiación mediante emisiones de valores negociables, (...)". La Ley N” 10.761 establece que se 
pueden emitir obligaciones, pero en este numeral 7) no se habla específicamente de acciones con 


interés. Puede ser que este punto se haya omitido; supongo que cuando se eliminó, no se revisó este 
aspecto. 


La Auditoría Interna de la Nación es la que va a poder contestar mejor esta cuestión. 


De todas formas, creo que eliminarlo limita la captación de recursos o de ahorro para financiar proyectos por 
parte de las cooperativas. A veces, la capacidad de la cooperativa de recurrir a su masa social para contar con 
fondos adicionales a fin de financiar proyectos de cierta magnitud no es suficiente. Es como cercenar las 
posibilidades. Es cierto que las cooperativas tienen posibilidades de emitir obligaciones negociables. pero 
este otro instrumento es novedoso, único y, en cierta forma, garantiza a quien coloca que va a tener una 
rentabilidad independientemente del riesgo que asuma la cooperativa. 


Por otra parte, en muchos casos sirve para que las autoridades de contralor -por ejemplo, el Banco Central 
para las cooperativas de ahorro y crédito, como COFAC hasta hace un tiempo, o las compañías de seguro, 
como SURCO- puedan considerar esos aportes de acciones con interés, durante la vigencia y la validez del 
título, como respaldo patrimonial para llegar a los límites mínimos de capital exigido. Pienso que eliminar 
este punto no tiene ningún sentido; sería perjudicar. Que se utilice o no lo va a determinar la realidad 
económica del país y la propuesta que haga la cooperativa en materia del título valor que quiere emitir y de 
los intereses que quiera o que pueda pagar. No voy a responder por la Auditoría Interna de la Nación; desde 
el punto de vista de la Comisión Honoraria y como integrante de cooperativa, entiendo que este instrumento 
tiene que seguir vigente. 


SEÑOR REYES.- Como decía el contador Boragno, no podemos responder por la Auditoría Interna de 
la Nación. No obstante, me atrevo a suponer que la eliminación de la figura de las acciones con interés 
obedece -a mi entender- a no estar de acuerdo con la característica de ese instituto. Existe clara 
voluntad en el sentido de no incluirlo. La diferencia fundamental que tiene este instituto con el de 
participaciones subordinadas -al respecto la Auditoría Interna de la Nación no plantea eliminación- es 
la que señalé antes: que en el caso de participaciones subordinadas su remuneración está supeditada a 
la existencia o no de excedentes y en las acciones con interés necesariamente se debe pagar el interés 
acordado en el propio instrumento. 


Entiendo que probablemente ellos no estén de acuerdo con esta característica. También me parece que en 
todo caso esta es una cuestión que podríamos calificar como de fondo o filosófica; no dejo de reconocer que 
este capítulo no es de los clásicos de las cooperativas y, por lo tanto, puede merecer varias opiniones. No 
obstante, entiendo que las cooperativas deben poseer este tipo de instrumento a efectos de poder, en 
determinado momento, tener un desarrollo más potente y mayor. A su vez, hago la advertencia de que si 
eventualmente este tipo de instrumento, acciones con interés, no quedara comprendido, tendríamos que 
regular algo con respecto a aquellas instituciones que hoy por hoy utilizan el instrumento y está en práctica. 
Como decía, esto existe en el ordenamiento jurídico cooperativo. Y, en consecuencia, si bien conozco pocas 
instituciones que lo han utilizado, hay algunas que lo están haciendo. En el caso de que se omitiera este 
instrumento, habría que pensar cómo se mantienen aquellas instituciones que de hecho hoy lo están 
utilizando. 


SEÑOR PATRONE.- El artículo 39, que refiere al concepto y a la naturaleza del Consejo Directivo, 
establece: "Se consideran facultades implícitas de este órgano las que la ley o el estatuto no reserven 
expresamente a la asamblea [...]". Al no figurar las acciones con interés dentro de la enumeración de 
las competencias de la Asamblea General, debo entender que las acciones con interés pasan a ser una 
decisión de los Consejos Directivos. ¿Es conveniente que en el caso de aceptarse la tesis de las acciones 
con interés, figure explícitamente como una competencia del Consejo Directivo? 


SEÑOR BORAGNO.- Ya hemos analizado si este punto en particular es competencia exclusiva -me 
refiero al adjetivo "exclusiva"- de la Asamblea General o si el Estatuto puede derivar en el Consejo 
Directivo la posibilidad de considerar y de aprobar este tipo de instrumento, no solo las acciones con 
interés sino todos los títulos de capitalización. 


No sé cómo se resolvió lo relativo al artículo 38, ya aprobado por la Comisión, en cuanto al concepto de la 
exclusividad que se adjudica en el primer párrafo. Dicho artículo señala: "Es de competencia exclusiva de la 


Asamblea General, (...)". Es decir que si no lo resuelve la Asamblea General, el Consejo Directivo no puede 
resolverlo. Reitero, según lo que se establece -y en algún otro caso que consideramos en oportunidad de 
concurrir a esta Comisión; también hicimos una acotación acerca de los presupuestos- parecería que si no hay 
aprobación por parte de la Asamblea General, eso podría no estar dentro del ámbito del Consejo Directivo. 


Hay dinámicas empresariales que exigen una mayor rapidez de aprobación de determinados hechos. Esto no 
es volver sobre lo anterior; hacemos esta acotación con respecto al punto 7), por si eso eventualmente pudiera 
ser materia del Consejo Directivo, porque si hubiera urgencia para resolver sobre algunos de estos temas, hay 
que procesar primero todos los llamados y cumplir los plazos. 


SEÑOR PATRONE.- No tenía intención de reeditar aquella discusión con respecto al artículo 38, que 
no está saldada precisamente por ese punto. Es uno de los artículos en los que tenemos pendiente 
definir si agregamos "cuando así lo exija el estatuto", para habilitar lo que el contador Boragno recién 
nos estaba planteando. 


Quiero precisar el sentido de mi pregunta. Las acciones con interés no son lo mismo que lo contenido en el 
numeral 7), es decir: "Emisión de obligaciones, títulos de inversión, participaciones especiales u otras formas 
de financiación mediante emisiones de valores negociables". En ningún caso se dice que sean acciones con 
interés. En los artículos 68 y 70 está el tema de las acciones con interés, pero no decimos cómo se resuelve, si 
es en la Asamblea General o en el Consejo Directivo. Por eso preguntaba si era o no necesario hacer ese 
hincapié y volver para atrás en el caso de que aceptáramos ese mecanismo para incorporarlo a la mecánica de 
funcionamiento de las cooperativas. 


SEÑOR BORAGNO.- Quisiera hacer una precisión previa. 


La Sección VI del Capítulo V se titula "Otros instrumentos de capitalización" -contiene desde el artículo 68 
hasta el 72- y ahí están incluidas las acciones con interés. El numeral 7) del artículo 38 en forma conceptual 
se refiere a lo mismo, independientemente de que no las nombre. A raíz de este planteamiento noto que 
cuando habla de formas de financiación, en realidad debería decir "financiación y capitalización", porque 
estos son instrumentos de capitalización. Tanto es así, que el numeral 5) del artículo 56 que se aprobó en la 
Comisión, establece: "Los recursos que se deriven de los instrumentos de capitalización". 


Corresponde hacer esta referencia en este momento porque así como al principio había advertido que hay 
ciertas normas internacionales de contabilidad aprobadas que son recogidas por las normas contables 
adecuadas, estuvo en la discusión doctrinaria si las participaciones sociales de los socios de las cooperativas 
se consideran pasivo o patrimonio. Inclusive, se consultó a la Auditoría Interna, que interpretó que siguen 
siendo patrimonio. Dado el ingreso y la salida de socios tan frecuente que se da en las cooperativas, no se 
daba seguridad al patrimonio para terceros, y por eso lo ponían como un pasivo, es decir que se bajaba el 
carácter de patrimonial a las partes sociales. Aquí la ley ratifica ese concepto de que las partes sociales son 
patrimonio y, además, los recursos que se deriven de instrumentos de capitalización, mientras dure la 
vigencia de esos títulos, también lo son. En otros casos podrían llegar a ser pasivos. Las obligaciones son un 
pasivo y las acciones con interés, en este caso, están consideradas patrimonialmente. Las acciones 
subordinadas también, así como algún otro título de capitalización que se pueda ver en el desarrollo. 


SEÑOR REYES.- El contador Boragno aclaró todos los conceptos, por lo tanto poco y nada voy a decir 
yo, aunque vale la pena resaltar que no necesariamente porque provengamos de la misma Comisión 
tenemos la misma opinión. 


Quiero ser honesto; esto lo he hablado con el señor Diputado Patrone fuera del ámbito de la Comisión. 
Considero que es un error que no se haya incluido en forma clara en la redacción del artículo 38, como lo 
señalaba el contador Boragno, pero en todo caso creo que es una cuestión que debería ser resuelta por 
Asamblea. 


Estas son decisiones de mucha magnitud, sobre todo cuando con respecto a otro de los instrumentos de 
capitalización, como el de los socios colaboradores -que vienen a continuación-, se establece la posibilidad 
de que tengan derechos políticos hasta de un 30%. Comparto con el contador Boragno que en algunas 
circunstancias se necesita celeridad y eficiencia. Quienes somos cooperativistas debemos hacer el esfuerzo 


para que esa celeridad se dé también en órganos como la Asamblea; la magnitud de estas decisiones amerita 
que esta sea materia de la Asamblea. De alguna manera esta era la inquietud del Diputado Patrone en el 
sentido de si las acciones con interés debían quedar o no comprendidas. En lo personal entiendo que sí deben 
quedar comprendidas como materia de la Asamblea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 69 comenta qué son las participaciones subordinadas. El 
artículo 70 refiere a las acciones con interés y la Auditoría propone la eliminación en el caso de que se 
acepte el texto del artículo 68. El artículo 71 trata de características comunes a los instrumentos de 
capitalización. En este caso tenemos el texto original y el de la Auditoría; la diferencia está en el 
segundo párrafo y esto también es consecuencia del texto de la Auditoría referido al artículo 68. 


SEÑOR PATRONE.- Elimina las acciones con interés. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto. 


Respecto al artículo 72, que refiere a socios colaboradores, tenemos algunas aclaraciones por parte de la 
Asociación de Escribanos y de la Comisión Honoraria. Lo que se sugiere es el traslado del artículo. 


SEÑOR PATRONE.- Se propone el traslado al Capítulo relativo a los socios. 
SEÑOR REYES.- Quizás convendría analizar esta sugerencia con más detenimiento. 


En principio, esto obedeció a que en su momento, cuando se analizó el proyecto por parte de la Comisión 
Honoraria, se entendió que podía ser más adecuado que quedara incluido en el Capítulo II, referido a los 
socios. Habría que analizar con más detenimiento si el artículo 71, que refiere a las características comunes a 
los instrumentos de capitalización, no contiene alguna cuestión que también le sea aplicable al artículo 72. En 
la medida que en el proyecto original se incluyó dentro de este Capítulo, se está entendiendo la alternativa del 
socio colaborador como un instrumento de capitalización. Lo más correcto hubiera sido que ya hubiéramos 
analizado este tema y contáramos con la respuesta, pero debo reconocer que estamos en falta porque lo 
estamos apreciando ahora. En los próximos días estudiaremos este tema y les haremos llegar nuestra 
conclusión. En principio, compartimos la propuesta de cambiarlo hacia el Capítulo Il, pero vamos a analizar 
si no estamos cometiendo algún error al sacarlo de ese Capítulo. 


Quisiera agregar un elemento quizás poco práctico, pero por una cuestión de honestidad corresponde 
comentarlo. Soy consciente de que esta figura del socio colaborador genera dudas en algunas personas y en 
algunos sectores del cooperativismo, particularmente porque se le asignan derechos políticos, y aunque no 
pueden superar el 30% de los votos en los órganos sociales de la cooperativa -lo establece el artículo-, no se 
puede dejar de reconocer que pueden llegar a tener cierta influencia en la vida de la cooperativa. Esto se 
diferencia de las acciones con interés y las participaciones subordinadas, en las que si bien la persona valora 
que el riesgo que existe en tal o cual cooperativa es el adecuado, confía y hace una colocación de capital, a 
cambio tiene una remuneración económica pero no una participación política. En el caso del socio 
colaborador sí hay derechos políticos; más allá de una regulación que pretende ser más exhaustiva en este 
artículo, no puede dejar de reconocerse eso. 


Como ustedes verán, el comienzo del artículo refiere a una excepción, es decir al hecho de que en las 
cooperativas de ahorro y crédito esta figura no puede aplicarse. El artículo 72 comienza diciendo: "Con 
excepción de las cooperativas de ahorro y crédito (...)". Como ustedes saben, participé en la discusión y 
elaboración del proyecto de ley en CUDECOOP -entre el año 2001 y 2004-, y recuerdo que había alguna 
argumentación por el lado de que esto podría permitir el ingreso de algún socio capitalista que tuviera una 
cierta incidencia, lo que de alguna manera también hoy se está tratando de evitar hasta con el propio proyecto 
de ley general de cooperativas. Me refiero a lo que muchas veces llamamos cooperativas truchas, es decir: 
gente que no constituye cooperativas genuinas sino que, en realidad, lo que hace es aplicar sus propios 
dineros o los de terceros -pero que ellos administran- y canalizarlos a través de la figura cooperativa, no 
siendo tales; utilizan el ropaje de las cooperativas pero sin ser tales. 


Lo cierto es que como hoy la legislación es muy amplia, flexible y laxa, esto se puede hacer, y aunque la 
Auditoría Interna de la Nación controle estas cuestiones, no puede sancionar porque no hay ningún elemento 


que impida tomar pasivos financieros con un prestamista o con un inversor particular, más allá del monto. 


Vale la pena recordar que hoy en el Senado está en discusión el proyecto de ley de usura enviado por el Poder 
Ejecutivo, al que se le agregaron dos artículos referentes a las cooperativas, uno de los cuales incluye algo 
que está contenido en el Capítulo de Cooperativas de Ahorro y Crédito del proyecto de ley, y es precisamente 
que los pasivos financieros de las cooperativas de ahorro y crédito no pueden ser tomados con cualquier 
institución o persona, sino que deben ser tomados con personas que estén controladas por el Banco Central 
del Uruguay u organismos multilaterales. Simplemente estoy haciendo una reflexión y no fijando posición. 


Entiendo que esta cuestión debe merecer algún elemento de contralor. Por ejemplo, en las instituciones de 
segundo grado, la figura del socio colaborador puede ser muy útil y es absolutamente controlable; puede que 
no sea tan fácil en las cooperativas de primer grado. En la medida en que el conjunto de la ley acote lo 
relativo al funcionamiento de las cooperativas, estas posibilidades de que hoy hablábamos también van a 
verse limitadas. 


SEÑOR PATRONE.- La intervención del doctor Reyes me motivó a preguntarme si de alguna manera 
esta figura del socio colaborador no es una forma diferente de una asociación a una cooperativa. Ya 
que el socio colaborador puede inyectar capitales, esa es prácticamente una forma de asociación de la 
cooperativa con una entidad que no lo es, en este caso, un particular. La pregunta que me hago -creo 
que el doctor ya expresó su opinión- es si esto afecta o no el espíritu cooperativo porque, a veces, esto 
puede ser muy necesario en la búsqueda de capitales para que una cooperativa salga adelante, pero 
también puede significar una traba para ese espíritu. 


SEÑOR REYES.- Comparto con el señor Diputado Patrone que de alguna manera esto constituye una 
forma de asociación y el propio proyecto de ley recoge las posturas más modernas -en nuestro país 
están recogidas en el Decreto Ley N” 15.645, de cooperativas agrarias- en cuanto a la posibilidad de que 
las cooperativas se asocien entre sí o con otro tipo de personas jurídicas públicas o privadas, y de 
alguna manera esto podría estar comprendido dentro de esa situación. Es más, uno podría pensar que 
las cooperativas hoy, con este proyecto de ley -porque no está prohibido-, pueden tener participación 
en sociedades de otra naturaleza, pueden tener acciones en una sociedad anónima y de hecho las 
tienen; pueden tener acciones en mayoría o en minoría y cuando tienen acciones en minoría ellas no 
gobiernan esa sociedad anónima sino que la sociedad se rige por lo que regula la mayoría. Está claro 
que a la interna esas acciones son para complementar los servicios que les dan a sus socios 0, 
eventualmente, para rentabilizar sus activos que vuelven a volcar a los servicios de sus asociados. En la 
medida en que esto queda comprendido en esa mecánica -como bien lo señalaba el Diputado Patrone-, 
entiendo que no sería descartable esta figura. En todo caso repito lo que decía anteriormente: en tanto 
el fenómeno cooperativo esté claramente regulado en su conjunto por este proyecto de ley y luego por 
el decreto que lo reglamente, habrá que establecer formas de impedir la utilización de estas figuras 
para mermar el espíritu cooperativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con el artículo 73, con respecto al que la Comisión y la Auditoría 
tienen alguna observación. 


SEÑOR BORAGNO.- Aquí hay una simplificación con respecto a la redacción del texto original del 
proyecto. Esto se refiere, entre otros, a todo el proceso de ajustes de los estados contables en función de 
las normas que establecen la reexpresión de los estados contables por efecto de inflación. Obviamente 
que esos ajustes tienen, en alguna parte, una revalorización o devalorización de las partes sociales y de 
los otros componentes del patrimonio. 


En general, los ajustes por reexpresiones contables van a una cuenta en el patrimonio, una vez producido 
todo el efecto de distribución de ese ajuste entre las distintas cuentas de activos y pasivos. Quizás esto suene 
árido y poco entendible para quienes no manejamos la parte contable y tal vez yo no sea feliz en la 
explicación. El excedente de todo el reajuste contable va a una cuenta patrimonial robusteciendo el 
patrimonio o, eventualmente, disminuyéndolo si es negativo. Se trata de dar carácter patrimonial al excedente 
del reajuste porque, a su vez, las partes sociales como tales son reajustables. Entonces, yo reajusto las partes 
sociales por un efecto de inflación pero, a su vez, la contrapartida de ese ajuste, en más o en menos, se 
refleja, en menos o en más, en esta otra cuenta. Ese es el motivo. 


SEÑOR PATRONE.- La diferencia básica entre el texto original y esta propuesta es que en el primero 
se proponía un destino a la reserva por reajuste patrimonial y en este caso no se hace mención a ello. 
Dado que parecería que hay coincidencia entre el texto propuesto por la Auditoría Interna de la Nación 
y el de la Comisión Honoraria del Cooperativismo, ya que tienen distinta sintaxis pero en el fondo 
dicen lo mismo, mi pregunta, para aclarar, es si ese destino a la reserva por reajuste patrimonial 
propuesto en el texto original no es la más feliz de las soluciones. Les pido una explicación técnica. 


SEÑOR BORAGNO.- Al respecto quiero decir que es un problema de terminología contable. Las 
reservas son recursos que provienen de la distribución de excedentes de gestión, mientras que los 
ajustes al patrimonio surgen por efecto de adecuar, de acuerdo con la evolución de los indicadores de 
inflación, cuánto ganaron o perdieron los activos o pasivos expuestos a la inflación. Entonces, 
técnicamente, para todo este tipo de ajustes, revalorizaciones o devaluaciones que sufren los activos y 
los pasivos y algunas cuentas patrimoniales, la nomenclatura que se utiliza es "ajustes al patrimonio". 
De ahí que la reserva se dejó de usar como destino. 


Quiero hacer una aclaración sobre este concepto. Actualmente, ya se está aplicando el ajuste por inflación en 
todas las cooperativas. Si tuviéramos que aplicarlo estrictamente, tendríamos que estar reconociendo la 
regularización de las partes sociales de aquellas personas que hace cincuenta o sesenta años que son socios de 
las cooperativas. Si tuviéramos que aceptar ese criterio lisa y llanamente, habría socios en las cooperativas 
cuyos capitales ascenderían a cifras astronómicas. Si bien ese es el procedimiento correcto de revalorización 
a través de la inflación, en los hechos tendríamos que asignar también las pérdidas acumuladas en la misma 
proporción. Entonces, como solución, se está tratando de que cada cooperativa resuelva en sus asambleas de 
socios si se revalorizan o no las partes sociales y si se actualizan en función de los índices de inflación. De 
esta forma, se deja abierta la posibilidad de que cada cooperativa, de acuerdo con sus estatutos, defina ese 
aspecto. Además, en el caso de que se defina que las partes sociales no se ajustan, todo el contenido del ajuste 
por inflación va a esta cuenta. Esta es una aclaración importante que había omitido al considerar el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 75. 


SEÑOR REYES.- En cuanto al numeral 5) del artículo 75, la propuesta de la Comisión Honoraria del 
Cooperativismo es hacer un agregado al comienzo, por cuanto hubo una omisión en el proyecto de ley 
con relación a los socios colaboradores. Entendemos que los socios colaboradores deberán participar 
en los excedentes, de acuerdo con lo que se haya establecido en el estatuto. En tanto esto estaba 
omitido, la propuesta de la Comisión Honoraria del Cooperativismo es simplemente incorporar esto en 
la redacción. 


En cuanto al literal D) del numeral 5), advierto que el escribano Machado no comparte que la distribución de 
excedentes se realice en proporción al capital. Al respecto, lo que está contenido en este literal D), es decir, la 
forma en que deben repartirse los excedentes en las cooperativas de segundo o ulterior grado y que refiere al 
capital social aportado o a los servicios utilizados, creo que se da porque existen cooperativas de segundo 
grado en las cuales no es posible medir o repartir los excedentes a partir exclusivamente de la utilización de 
los servicios. Pongamos como ejemplo una entidad conformada por otras tres entidades, a los efectos de 
emitir una tarjeta de crédito. Probablemente, el esfuerzo de la constitución de esta entidad de segundo grado, 
cuyo objeto es la emisión de tarjetas de crédito, tiene relación con el capital aportado por cada una de las 
entidades que conformaron esta entidad de segundo grado. Ahora bien, es posible que eso no coincida -no 
tiene por qué coincidir- con los servicios que utiliza la masa social de cada una de estas entidades de primer 
grado o de estas cooperativas de base que dieron origen a esta entidad de segundo grado. Seguramente, lo 
relativo a las compensaciones por la utilización de los servicios de cada una de las masas sociales de las 
cooperativas de base se hará por otras vías, por ejemplo, a través de comisiones. Entonces, de alguna manera 
el soporte patrimonial que dio origen a la entidad de segundo grado tiene que ver con los aportes y el 
esfuerzo que realizó cada una. De ahí la posibilidad de repartir de acuerdo con el capital aportado. A su vez, 
con respecto a los servicios utilizados, probablemente se haya llegado a otros acuerdos más de carácter 
comercial, por decirlo de alguna manera, o más vinculados directamente a los servicios y a su costo, que 
habrán sido zanjados o transados en el momento en que cada una de las operaciones se realizó. Sé que esto 
puede no resultar de muy fácil explicación. Hay otros posibles ejemplos, pero me parece que esa es la razón 
por la cual en esta circunstancia se previó la posibilidad de que la distribución de excedentes se realizara ya 
sea por los servicios utilizados o por el capital aportado. 


SEÑOR PATRONE.- Quiero agradecer a los visitantes esta oportunidad en que nos han aportado 
muchísimos elementos, pero creo que nos hemos introducido en once artículos que van desde los 
aportes subordinados, las acciones con interés hasta los socios colaboradores; tal cantidad de material 
nos implicará tener que recurrir a la versión taquigráfica de esta sesión para estudiarlos en 
profundidad y poder avanzar. Creo que ha sido muy positiva esta reunión pero, a su vez, nos ha dejado 
inmersos en una serie de conceptos que francamente requieren de un estudio detallado y profundo del 
articulado. Por este motivo quería solicitar el levantamiento de la sesión, en la medida en que considero 
que tenemos suficiente material para analizar antes de la próxima reunión de esta Comisión. 


SEÑOR BORAGNO.- Estamos a las órdenes para continuar con la discusión de este capítulo. 
Precisamente, me preocupaba el artículo 76, que establece que hay que hacer aportes obligatorios, y 
algunas otras ideas sobre los aportes generales de la cooperativa, es decir, los órganos de segundo 
grado; a nivel de la Comisión Honoraria del Cooperativismo estamos discutiendo cómo racionalizar 
ese tipo de aportes. 


SEÑOR PATRONE.- Quisiera recordar que los miembros de la Comisión Honoraria del 
Cooperativismo en muchas oportunidades, por otras vías -por ejemplo, e-mails o notas-, nos han 
arrimado ese tipo de comentarios. Si pudieran continuar en la línea de proporcionarnos su opinión, 
previo a la discusión que tengamos sobre el articulado, sería muy beneficioso para la propia discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del doctor Reyes y del contador Boragno. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


